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La Universidad, el País
y la Ley del Servicio
Comunitario
Félix Ríos Á., Rodolfo A. Rico, Keyla G. Vergara*

“…Así ha de ser con la patria. Para
quererla bien hay que empezar por
crearla un poco. Y eso es lirismo…”
(Andrés Eloy Blanco)

Mapa para acercarnos al país
Por primera vez en mucho tiempo

una ley en la Asamblea Nacional y en el
país parece generar consenso. Todos los
sectores (parlamentario, ejecutivo y uni-
versitario) están de acuerdo en que es
necesario poner en práctica a lo asenta-
do en la Constitución Nacional. El di-
rector de planificación educativa del Mi-
nisterio de Educación Superior, profe-
sor Víctor Rodríguez, nos decía de ma-
nera personal que la veía más como un
reglamento supeditado a las leyes -Or-
gánica de Educación y de Educación Su-
perior, actualmente en discusión- con las
que debería estar articulada esta pro-
puesta. Sin embargo, esta propuesta de
ley ya fue aprobada en segunda discu-
sión en la Asamblea Nacional y espera
su sanción de parte del Ejecutivo. Las
líneas que siguen configurarán un mapa
que planea una ocasión oportuna para
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reflexionar y apostar por una universi-
dad más cercana al país.

Hablar de una universidad más cer-
cana al país es hablar de inclusión social.
Por ello, la inclusión sin educación es un
absurdo. Nadie duda acerca del consen-
so existente en torno a la capacidad de la
educación para promover un cambio so-
lidario a partir de una pedagogía inserta
en la realidad, reflexiva y de calidad. Esta
transformación, a decir del Informe del
Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD) sobre la democra-
cia en América Latina en el año 2004,
debe estar orientada a la «democracia de
la ciudadanía». Esta es una de las bases
sobre las que se fundamenta la respon-
sabilidad social universitaria.

El concepto de responsabilidad so-
cial universitaria se nutre de ideas crea-
das con anterioridad por conceptos
como extensión universitaria, investiga-
ción-acción, servicio comunitario,
aprendizaje-servicio, y responsabilidad
social empresarial. De la extensión uni-
versitaria, se destaca la pertinencia -ya
proclamada desde la Reforma de Cór-
doba- en procura de reformar la univer-
sidad para que transmita y divulgue a
la sociedad las actividades docentes, de
investigación y culturales que éstas rea-
lizan. De la investigación acción se toma
la necesidad de que la misma deba es-
tar ligada a incidencia pública, que a su
vez puedan permitir avances teóricos y
sociales.

La idea de servicio comunitario ex-
presa la necesidad de realizar activida-
des temporales vinculadas a prácticas
profesionales para la obtención de un
título, como es el caso de la Ley de Ser-
vicio Comunitario del Estudiante de
Educación Superior, que se inspira en
esta idea.

La perspectiva de aprendizaje-servi-
cio remarca el hecho de que no basta con
la práctica profesional y el volun-
tarismo. La acción debe estar vinculada
no sólo al servicio sino también al cu-
rrículo, y por tanto al aprendizaje. De
la responsabilidad social empresarial se
toma el imperativo ético de esa tarea, la
importancia de la calidad de vida, asu-
me que la responsabilidad social univer-
sitaria es en sí misma un contrato social
que promueve la formación de la ciu-
dadanía democrática, que además quie-
re educar al estudiante, como un agen-
te de desarrollo para obtener un egre-
sado con un nuevo perfil, preocupado
por las injusticias a su alrededor y con
voluntad de comprometerse en acciones

concretas, capaz de contextualizar su
saber especializado.

Hablar de una universidad más cer-
cana al país es hablar de inclusión so-
cial. Por ello, la inclusión sin educación
es un absurdo. Es interesante observar
que el Estado y las organizaciones no
gubernamentales ofrecen espacios de
acción en este campo, las empresas tam-
bién han mostrado en muchos casos la
intención de incidir en su entorno, bajo
las más diversas finalidades.

Aunque no implique un salario el ser-
vicio comunitario, es mucho más que al-
truismo y caridad porque con él se bus-
ca promover  un egresado con un nuevo
perfil, formado para la auténtica com-
petitividad -la cual es capaz de tomar en
cuenta la importancia del trabajo en equi-
po y el mantenimiento de niveles ade-
cuados de cohesión social-, así como la
auténtica solidaridad -que no se limita a
compartir fracasos o carencias sino con
el hecho de resolver con eficiencia y
corresponsabilidad los problemas-.

Sólo cuando el servicio comunitario
está incorporado dentro de la visión de
universidad es cuando nos referiremos
a la responsabilidad social universitaria.
Esta visión, según Francois Valleys, es
la de una alma mater orientada al desa-
rrollo como tema transversal prioritario
en todas las carreras, que se da los me-
dios para formar a sus profesores en el
enfoque, que cuida la articulación y las
transiciones entre disciplinas. Desde
luego, esto implica  que  la universidad
debe orientar parte de su política de in-
vestigación hacia el desarrollo, diseño
y ejecución de programas sociales
novedosos, así como las transferencias
de saberes y tecnologías hacia la socie-
dad civil. Debe ser también un apoyo
para la solución de problemas de la
agenda social. Una universidad, en de-
finitiva, que hace participar a sus estu-
diantes y profesores en investigaciones
aplicadas al desarrollo. Se trata de una
universidad que pone su acento acadé-
mico en las acciones solidarias y de de-
sarrollo, incorporándolas como parte de
su currículo y en la dinámica pedagógi-
ca de sus profesores.

En este contexto, la perspectiva de
la Responsabilidad Social Universitaria
brinda una respuesta oportuna desde la
academia, permite aumentar la motiva-
ción y enriquecer los aprendizajes,
mientras se brinda un servicio concreto
a la comunidad y se viven los valores
democráticos. Este proceso implica dos
componentes: El desarrollo de proyec-
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tos solidarios en función de las necesi-
dades de la comunidad; y una red de
organizaciones públicas, comunitarias
no gubernamentales especializadas con
las cuales posibilitar la sinergia entre las
universidades y las comunidades que
potencie los esfuerzos de cada una.

Más allá de nuestro ombligo
La preocupación por el servicio co-

munitario y su importancia como prác-
tica profesional no es  nueva en Améri-
ca Latina. En materia normativa, Méxi-
co y Costa Rica fueron pioneras en esta
práctica, al requerir a sus estudiantes
desde 1936 y 1975, respectivamente, este
requisito para la graduación.

Existen otras iniciativas que no han
derivado de marcos jurídicos respecto
al servicio comunitario universitario.
Por ejemplo, como parte de la oferta
educativa en Colombia, un buen núme-
ro de universidades y universitarios de
este país se han vinculado a la Corpo-
ración Opción Colombia, la cual desde
1991 envía grupos de estudiantes uni-
versitarios avanzados a desarrollar
prácticas profesionales solidarias en
zonas rurales y municipios aislados.
Estas prácticas son rentadas, y recono-
cidas académicamente por las respecti-
vas universidades. Actualmente este
modelo se ha compartido por otros paí-
ses de Latinoamérica, incluyendo Vene-
zuela (Opción Venezuela), bajo la for-
ma de una Red de Gestión Social.

Otros países como República Domi-
nicana, Bolivia, Ecuador y Perú también
han promovido prácticas similares de
aprendizaje y servicio desde el aula. En
Chile, por ejemplo, el proyecto “Univer-
sidad: Construye país”: es una alianza
interuniversitaria que busca “coordinar,
desde las universidades, un trabajo des-
tinado a generar visiones y prácticas de
Responsabilidad Social al interior de las
universidades y en la sociedad”.

En Brasil hay numerosos programas
gubernamentales y no gubernamenta-
les que promueven el servicio volunta-
rio vinculado al sistema educativo. Des-
de 1996 el programa “Universidad So-
lidaria” ha permitido que más de 4.000
alumnos de 160 universidades trabajen
en 250 comunidades. Es destacable ob-
servar que por cada comunidad asisti-
da participan dos universidades -una
regional y otra visitante-, lo que garan-
tiza la continuidad de las acciones de-
sarrolladas, el intercambio entre centros
de estudio y, por supuesto gracias al

contacto con lo sectores más desfa-
vorecidos del país, se constituye con el
fortalecimiento de la responsabilidad
social de los universitarios.

Venezuela: Una extensión en déficit
En las décadas de los 60 y 70  la uni-

versidad se volvió accesible a la mayo-
ría. Sin embargo en los últimos veinte
años este ingreso ha ido mermando en
los sectores populares, entre otras razo-
nes, por el rezago o exclusión de los es-
tudiantes, debido a problemas so-
cioeconómicos, y porque la calidad de
la educación pública en los niveles bá-
sicos y medios ha decrecido. A esta si-
tuación hay que añadirle que la vincu-
lación entre la academia y el entorno no
se ha concretado ni ha aportado los fru-
tos que pudiera dar entre otras cosas por
la discontinuidad de los programas, la
escasa divulgación de estos, el carácter
asistencialista que se da en muchos ca-
sos, la desarticulación de la extensión
con otras actividades académicas, des-
articulación institucional, así como las
siempre presentes limitaciones financie-
ras. Una expresión de esto último se
puede observar en el desglose presu-
puestario del Consejo Nacional de Uni-
versidades  para  las universidades ofi-
ciales en 2001: en el que  un 26,08% es-
tuvo dirigido a la enseñanza, un 3,88%
a la investigación y 1,84%, es decir,
36.324,56 (millones de bolívares) fue re-
servado a la extensión universitaria. En
el caso de aprobarse una Ley como la
de Servicio Comunitario del Estudiante
de Educación Superior esto debería
cambiar de manera sustancial.

No hay que empezar desde cero
Ahora, si bien puede compartirse

esta evaluación general no es menos
cierto que en las universidades también
existen una serie de experiencias signi-
ficativas en torno a la promoción de la
responsabilidad social universitaria. Es
ampliamente conocido el rural que se
hace en las facultades de medicina y
odontología del país. En instituciones
como la Universidad Central de Vene-
zuela se realizan desde hace ya tiempo
diversos programas de extensión en di-
versas regiones del país como: Amazo-
nas, Miranda, Nueva Esparta y Delta
Amacuro que implican la participación
de estudiantes y profesores de varias es-
cuelas y facultades de manera conjunta.
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De igual forma, la Universidad
Simón Bolívar ha buscado adecuarse a
los nuevos tiempos y a la necesidad
imperiosa de involucrarse en proyectos
de alto impacto y pertinencia social, lo
cual ha posibilitado la conceptualiza-
ción de la extensión como un área prio-
ritaria para el desarrollo armónico de
una universidad integrada con su entor-
no. Las comunidades aledañas al núcleo
de Sartenejas y del Litoral, entre otras
comunidades, han sido espacios privi-
legiados para este tipo de prácticas.

Entre las universidades privadas, la
Universidad Católica Andrés Bello es
una de las que tiene mayor experiencia
en tareas que califican como servicio
comunitario, las cuales se desarrollan
fundamentalmente en sectores aledaños
como Antimano y La Vega. Según
Néstor Luis Luengo, representante de la
recién creada Secretaría de Desarrollo
Social de esa universidad, alrededor de
mil estudiantes acometen este tipo de
prácticas. Para la nueva Secretaría, lo
más importante es potenciar y facilitar
la vocación de la comunidad ucabista
hacia el desarrollo de programas y pro-
yectos abocados a lo público, desde cada
disciplina.

Otra universidad privada que asumió
desde 2001 la importancia de la respon-
sabilidad social universitaria y la incor-
poró a su currículo es la Universidad
Metropolitana. A fines de ese año con la
creación de la Dirección de Proyectos
Sociales se decide incluir la formación
social en el plan de estudios de manera
transversal, fortaleciendo los valores que
sustentan la responsabilidad social, como
la dignidad del ser humano, la justicia
social  y la solidaridad. Adicionalmente
en esa universidad se creó la materia
Capital Social y Participación Ciudada-
na que, junto a otras dos, a decir de
Rosalind Greaves  (Directora de Proyec-
tos Sociales – UNIMET), “proveen el
marco conceptual, facilitan el conoci-
miento y comprensión de la realidad
nacional dentro de una perspectiva lati-
noamericana y universal, y preparan al
estudiante para realizar  unas Prácticas
Profesionales Sociales (PPS)”. Las prác-
ticas de la UNIMET se sitúan en el Esta-
do Miranda, en Tacarigua de la Laguna
y en San José de Río Chico en el Munici-
pio Sucre, Parroquia Petare y en el sec-
tor de Galipán en el Parque Nacional El
Ávila. Durante el año académico 2004-
2005, 511 estudiantes han realizado y es-
tán realizando las Prácticas Sociales exi-
gidas como condición de graduación.

Dando y dando
Todo derecho tiene como correspon-

dencia un deber, éste en primer lugar es
con la comunidad, tal como lo señala la
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos en su artículo 29.1: “Toda perso-
na tiene deberes respecto a la comuni-
dad, pues sólo ella puede desarrollar li-
bre y permanentemente su personali-
dad”. Ese artículo junto con el 135 de la
Constitución Nacional -que dice: “Quie-
nes aspiren al ejercicio de cualquier pro-
fesión, tienen el deber de prestar servi-
cio a la comunidad durante el tiempo,
lugar y condiciones que determine la
ley”- son el fundamento jurídico para
la elaboración de la Ley del Servicio
Comunitario de Educación Superior. No
son el único fundamento, desde luego,
igualmente el 102 de la Constitución
(desarrollo del potencial creativo, par-
ticipación activa, consciente y solidaria
en los procesos de transformación so-
cial), el 79 (jóvenes como sujetos activos
de desarrollo) tienen relevancia para
justificar la Ley. Sobre la legislación de
este asunto, lo expresa por ejemplo,
Rosalind Greaves, que la considera muy
positiva pues: “puede constituir un im-
portante aporte hacia el desarrollo en  el
país. Además, la participación estudian-
til, puede potenciar y enriquecer inicia-
tivas sociales actualmente existentes en
los sectores privado, público, empresa-
rial y comunitario”.

Asimismo el ex diputado Inocencio
Figueroa quien participó en el equipo
que legisló la Ley de Participación Ciu-
dadana del estado Miranda, cree que las
universidades tienen una deuda social.
Desde la UCV, el profesor Iván Zam-
brano, ex director de extensión de la
Facultad de Ciencias Económicas y So-
ciales cree que la Ley es una oportuni-
dad que “permite desarrollar una nue-
va agenda universitaria y reformular los
criterios de vinculación con el país”.
Para el diputado Danilo Pérez Monagas
presidente de la Comisión de Participa-
ción Ciudadana es “una oportunidad
para que las universidades salgan de sus
recintos y se proyecten a las comunida-
des, ya no como casos aislados sino con
una normativa amparada en la Ley”.
Adicionalmente, dice: “redime la inver-
sión que el Estado venezolano ha hecho
en los estudiantes para que ellos de al-
guna manera cumplan devolviéndole
sus conocimientos a sus comunidades”.
A decir de Néstor Luis Luengo (UCAB)
y de Lorenzo González, decano de ex-
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tensión de la Universidad Simón Bolí-
var, ha habido un significativo consen-
so en torno a la creación, espíritu y ob-
jetivos de esta Ley; aunque también en
el debate sobre la Ley hubo diferencias
que partieron desde el mismo nombre
de “servicio comunitario” que para al-
gunos tiene un sentido más bien asis-
tencialista, o en abierta alusión a una
especie de “servicio obligatorio”, por lo
que en su momento se sugirieron nom-
bres asociados a la “participación” co-
munitaria o ciudadana.

Anatomía de esta Ley
La Ley del Servicio Comunitario del

Estudiante de Educación Superior resul-
tó de la consulta a más de treinta insti-
tuciones de educación superior, públi-
cas y privadas, las cuales se encuentran
repartidas  aproximadamente en doce
de las veinticuatro entidades federales
que componen al país, lo cual muestra
el esfuerzo de propiciar la participación
y el consenso que permitiese el acerca-
miento de la universidad y sus univer-
sitarios al país.

Como fruto de esta labor legislati-
va, se generó un documento constitui-
do por una exposición de motivos, un
Título I (Disposiciones Fundamentales)
que es el relativo a la definición de ser-
vicio comunitario, sus fines y se norma
lo establecido en el artículo 135 de la
Constitución Nacional que establece la
obligatoriedad del servicio comunitario
para la obtención del título universita-
rio. Allí mismo se explican sus ámbitos
de aplicación, su duración y las condi-
ciones necesarias para la realización del
servicio .Seguidamente, en el Título II
(Las Instituciones de Educación Supe-
rior) se desarrollan los aspectos vincu-
lados a la capacitación, la función, con-
venios, atribuciones de las instituciones

de la educación superior. Por su parte,
el Título III (Los Prestadores del Servi-
cio Comunitario) consigna los derechos
de los prestadores -que en definitiva son
los estudiantes universitarios-, así como
sus obligaciones, infracciones y sancio-
nes.  El Título IV (Los Proyectos) desa-
rrolla lo referido a la iniciativa de pro-
yectos, los requisitos para la presenta-
ción y aprobación de los mismos. Final-
mente, luego de los veintitrés artículos
que se encuentran distribuidos en los
cuatro títulos antes descritos, se presen-
tan tres Disposiciones Transitorias y una
Disposición Final, que expresan los pa-
sos previos que se deben tomar para la
adecuada aplicación de Ley. El texto in-
tegro de la Ley y sus modificaciones se
puede leer en detalle en el sitio Web:
www.asambleanacional.gob.ve.

El artículo 4 define al servicio comu-
nitario como: “la actividad que los estu-
diantes de educación superior realizan
en las comunidades, aplicando los co-
nocimientos científicos, técnicos, cultu-
rales, deportivos y humanísticos adqui-
ridos durante su formación académica,
en beneficio de la comunidad, para co-
operar con su participación al cumpli-
miento de los fines del bienestar social,
de acuerdo con lo establecido en la
Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela y en esta Ley”.

Un servicio con el que todos ganan
El ámbito de aplicación de la Ley,

según el artículo 5, es la comunidad lo-
cal, estadal y nacional donde se proyec-
ta -actual o potencialmente- la actuación
de las instituciones de educación supe-
rior para la prestación de este servicio,
que tiene un carácter obligatorio dado
que en la Ley quedó sentado esta labor
del universitario como un “requisito
para la obtención del título de educación
superior”, el cual no deberá crear dere-
chos u obligaciones de carácter laboral
y será prestado sin remuneración algu-
na, según se lee en el artículo 6.

Sobre este punto, el profesor Iván
Zambrano desde la UCV, manifiesta su
preocupación acerca de la obligatorie-
dad del servicio comunitario, advirtien-
do que este requisito no puede termi-
nar convirtiéndose en un mero trámite.
Pérez Monagas está consciente de ello y
dice que la Ley debe proyectarse con
sentido positivo: “como una necesidad
imperiosa no solamente para el estu-
diante y la universidad sino también
para la comunidad”. El diputado y pre-
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sidente de la comisión de Participación
Ciudadana responde a quienes, de ma-
nera extrema puedan considerar a la Ley
como “esclavista” que esta es visión
errada, porque finalmente es una rela-
ción en la que “gana la universidad,
gana el estudiante, gana el ciudadano,
gana la comunidad”. Sin duda alguna
el tema de la pertinencia y obligatorie-
dad de la Ley deberá ser adecuadamen-
te promovido en la población universi-
taria a fin de evitar resistencias en los
actores protagónicos de esta normativa
aprobada en la Asamblea Nacional.

También existe la preocupación de
que el servicio comunitario incurra en
prácticas asistencialistas y con escaso
aprendizaje significativo para el estu-
diante universitario. A tales efectos, en
la Ley se valida y reivindica la perspec-
tiva del aprendizaje-servicio como uno
de los fines del servicio comunitario (ar-
tículo 7), en tanto enriquece la actividad
universitaria, así como contribuye con
la promoción del capital social en el país.

Respecto a la duración del servicio
comunitario, la Ley finalmente acordó un
tiempo requerido de ciento veinte horas
académicas, las cuales se deben cumplir
en un lapso no menor de tres meses. De-
jando abierta la posibilidad para que las
instituciones de educación superior
adapten la duración del servicio a su ré-
gimen académico. La propuesta de Ley
tiene una única condición en su artículo

9 y es la referida a que no se puede reali-
zar proselitismo, político-partidista, du-
rante la prestación del servicio.

¿Y de dónde saldrán los reales?
Según el artículo 10, “las Institucio-

nes de Educación Superior incluirán ne-
cesarios para la realización del servicio
comunitario en el plan operativo anual,
sin menoscabo de los que puedan obte-
ner a través de los convenios”. Por su
parte, el diputado Pérez Monagas afir-
ma que el Ministerio de Educación Su-
perior deberá incrementar los presupues-
tos de las universidades públicas dado
que necesitarán optimizar las condicio-
nes logísticas y económicas para la mo-
vilización y sustentación de los estudian-
tes. Es evidente que la aplicación de esta
Ley podrá significar un incremento sus-
tancial en los deficitarios presupuestos
de las universidades públicas.

Las universidades y los
universitarios según la Ley
El título II de la Ley trata la defini-

ción, función y competencias de las ins-
tituciones de educación superior. Se tra-
ta lo concerniente a la obligatoriedad
que tienen éstas de capacitar  a sus  es-
tudiantes con cursos, seminarios y ta-
lleres sobre la realidad comunitaria, así
como su obligación de facilitar el cum-
plimiento de esta Ley. Entre las catorce
atribuciones que confiere esta Ley a las
universidades cabe destacar que debe-
rán crear un reglamento para la realiza-
ción del servicio comunitario (artículo
15). Además, se faculta a estas institu-
ciones para establecer convenios con los
Concejos Locales de Planificación Públi-
ca (CLPP), los Concejos Estadales de
Planificación, así como con organizacio-
nes públicas, privadas y la comunidad
organizada (artículos 11 al  15).

El título III de la recién aprobada Ley
está referido a los derechos y obligacio-
nes de los  prestadores del servicio co-
munitario a quienes se entiende como
los sujetos activos de la labor social. Los
estudiantes para realizar el servicio ten-
drán derecho a obtener información so-
bre requisitos y proyectos ofertados, re-
cibir la asesoría adecuada y oportuna,
así como un trato digno durante el ser-
vicio. Otro importante derecho de los
estudiantes es que el servicio comuni-
tario deberá estar vinculado a su perfil
académico y la inscripción para la reali-
zación de este servicio deberá ser de
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“manera gratuita”. Asimismo los estu-
diantes también podrán participar en la
elaboración de los proyectos presenta-
dos como iniciativa de la institución de
Educación Superior (artículo 17).

Entre las obligaciones del estudian-
te (artículo 18), se trata el hecho de aca-
tar las disposiciones establecidas por el
coordinador del servicio, a la vez que
se debe cumplir con los convenios rea-
lizados por la institución. Por su parte,
se espera también que todo estudiante
que participe del servicio comunitario
se comporte con respeto, honestidad y
responsabilidad. Finalmente se estable-
ce tanto como derecho y como obliga-
ción la realización y aprobación de un
curso, taller o seminario sobre la reali-
dad de las comunidades en las que van
a participar.

Queda pendiente conocer cuál será
el procedimiento, los reglamentos res-
pectivos y las leyes que regularán las
infracciones del personal académico, los
estudiantes, y hasta las instituciones de
educación superior, que incumplan con
las obligaciones establecidas en esta Ley
¿la Ley de Educación Superior o la Ley
Orgánica de Educación podrán contri-
buir en esto?

Los proyectos
En el título IV se hace énfasis sobre

la importancia de que las iniciativas del
servicio comunitario partan de la plu-
ralidad de actores sociales -estudiantes
e instituciones de educación superior,
asociaciones gremiales, comunidades
organizadas y las instituciones públicas
y privadas- (artículo 22), teniendo como
norte que este servicio se hace en fun-
ción de las verdaderas necesidades de
las comunidades, a la vez que se tomen
en cuenta los planes de desarrollo mu-
nicipal estadal y nacional, para ofrecer
soluciones de manera metodológica (ar-
tículo 21).  Adicional a esto, en el artí-
culo 23, se dan sugerencias generales
acerca de los requisitos para la presen-
tación y aprobación de proyectos.

Una oportuna transición
La actual Ley tiene tres Disposicio-

nes Transitorias, la primera en la que se
establece que una vez aprobada, los es-
tudiantes de Educación Superior que
estén realizando actividades con carac-
terísticas similares a las del servicio co-
munitario podrán convalidarlo. En la
segunda disposición se menciona que

los alumnos que se encuentren finalizan-
do su carrera, estarán exentos del servi-
cio comunitario. La tercera disposición
establece que  las instituciones de Edu-
cación Superior tendrán hasta un año,
luego de publicada la Ley en Gaceta
Oficial, para elaborar su debido regla-
mento, e incorporar su procedimiento en
relación al Servicio Comunitario del Es-
tudiante de Educación Superior.

Una nueva universidad es necesaria
Todo parece indicar que las universi-

dades se están preparando para la
implementación de esta propuesta de
Ley pero para consolidar este proceso
hace falta además superar la persisten-
cia de un modelo tradicional en el que la
institución educativa se concibe ajena a
lo que sucede en su entorno y no se hace
cargo de lo que sucede fuera de sus puer-
tas. En consecuencia, la participación y
la solidaridad no irán más allá de las de-
claraciones en los reglamentos, y mucho
menos podrá pensarse en políticas
institucionales de apertura hacia la comu-
nidad. Cualquier inquietud al respecto
no pasará de ser el resultado de reaccio-
nes espontáneas de profesores y alum-
nos que actúen de manera aislada y
desvinculada del continuo proceso peda-
gógico. De tal modo, el aprendizaje que
recibirá el estudiante estará centrado en
los contenidos conceptuales, con poca
atención en el universitario como sujeto
de aprendizaje, capaz de desarrollar com-
petencias y formarse nuevas actitudes
socialmente responsables.

Habrá que superar aquella concep-
ción de la universidad como un mero
centro asistencial en detrimento de su
rol educativo. Esto no haría otra cosa
sino alimentar, reforzar y mantener, di-
recta o indirectamente, una cultura
paternalista y asistencialista que ha es-
tado arraigada en las sociedades latinoa-
mericanas durante mucho tiempo. Esta
tendencia puede derivar de la reacción
de la universidad ante contextos comu-
nitarios con altos niveles de pobreza, en
los que se intenta dar respuesta a las
necesidades que se perciben en los alum-
nos y la comunidad, básicamente desde
el esfuerzo personal y voluntario de los
docentes, o desde proyectos insti-
tucionales aislados en los que se brin-
dan ayudas sociales a destinatarios pa-
sivos, esto es, sin posibilidad alguna de
que los beneficiarios participen corres-
ponsablemente en la solución de sus
problemáticas.

…Se debe establecer

una nueva relación entre

la universidad y la

sociedad civil que

permita fomentar una

universidad como lugar

de aprendizaje, para el

razonamiento ciudadano

responsable, la reflexión

común y la innovación

social.
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Esta nueva universidad, según
François Vallaeys, requiere unas nuevas
formas de relacionarse con el saber, debe
integrar la cultura humanista con la cul-
tura científica, se debe enseñar al estu-
diante bastante más que el dato infor-
mativo pues éste en la era de los
buscadores de Internet es fácil de encon-
trar, pero Internet desde luego no es la
universidad. Del mismo modo, debe
incentivarse una nueva cultura de aula,
basada en la facilitación del auto apren-
dizaje del estudiante, del aprendizaje
lúdico, basado en problemas y proyec-
tos que combine además el trabajo pre-
sencial con el uso de las nuevas tecno-
logías de la información y el aula vir-
tual. Otro cambio es el de las nuevas re-
laciones que se deben establecer entre
la proyección social, el voluntariado es-
tudiantil y una docencia que promueva
una enseñanza basada en proyectos for-
mulados por los mismos estudiantes. En
esta nueva forma de relacionarse la uni-
versidad debe tener una “cartera de pro-
yectos sociales con fines pedagógicos”
de los cuales sea posible escoger. De este
modo se requiere una nueva relación
entre los docentes y las especialidades
buscando la transdiciplinaria, que per-
mita y promueva que los proyectos de
desarrollo se discutan, se dialoguen y
acuerden de manera conjunta.

Finalmente, se debe establecer una
nueva relación entre la universidad y la
sociedad civil que permita fomentar una
universidad como lugar de aprendiza-
je, para el razonamiento ciudadano res-
ponsable, la reflexión común y la inno-
vación social. Se debe tener una políti-
ca adecuada de transferencia de la in-
formación útil a la ciudadanía, que sir-
va para constituir espacios de encuen-
tro entre los científicos y el público en
general.

Con las leyes no basta
Frente al desafío que representa la

efectiva promoción de la responsabili-
dad social universitaria no se puede res-
ponder sólo con normativas o leyes sino
que es necesario un cambio cultural pro-
fundo en lo educativo, en el que parti-
cipe la sociedad en pleno la familia, las
organizaciones comunitarias, la univer-
sidad y el Estado.

Las piedras en el camino para estos
cambios son la fuerte división que im-
pera en el país en los últimos años y el
clima de desconfianza que esto ha crea-
do o fortalecido. Paradójicamente la

participación comunitaria de los estu-
diantes universitarios fortalecería el re-
conocimiento del “otro” y la compren-
sión de un país que no sólo se estudia,
se intelectualiza sino que se puede to-
car y vivir a plenitud desde la perspec-
tiva del “otro” y la particular visión de
cada quien. Hace falta más que la vo-
luntad del cambio, es necesaria, como
afirma Rigoberto Lanz, la concertación
democrática, la existencia de propues-
tas estructuradas y articuladas, así como
liderazgos visibles que asuman los cos-
tos de estos procesos hasta las últimas
consecuencias ¿Estará preparada la uni-
versidad venezolana? ¿Estará prepara-
do el país?

Las piedras en el camino

para estos cambios son

la fuerte división que

impera en el país en los

últimos años y el clima

de desconfianza que esto

ha creado o fortalecido.
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